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Resumen

En la tarea de internalizar las externalidades ambientales la economía ha desarrollado diversas herramientas, las cuales han generado un gran debate en cuanto a lo eficientes o equitativas que pueden resultar. No obstante el gran lío que ya representa este debate, se propone que estas herramientas operen a su vez como instrumentos para la redistribución de la riqueza. La academia ha venido proponiendo novedosas alternativas para superar dichos problemas, sin embargo no ha sido posible evitar por completo las incompatibilidades entre el manejo eficiente de los recursos naturales y la redistribución de la renta, sin afectar la coherencia de las políticas. Por esta razón, es necesario que los mecanismos que han sido diseñados para la conservación del medio ambiente no sean considerados de lleno como instrumentos de redistribución de la riqueza. Estos últimos deben tener sus propios mecanismos independientes y/o complementarios de los primeros.

Introducción

Asegurar un futuro sostenible para la población mundial conlleva a la sociedad a afrontar grandes retos; entre ellos la superación de la pobreza y la recuperación del medio ambiente. Por esto las instituciones a todo nivel han emprendido una carrera en el diseño e implementación de políticas tendientes al mejoramiento del estado de los recursos naturales, y a la superación de la pobreza. 

En los últimos años, en los debates académicos y políticos, ha sido recurrente el llamado a la implementación de políticas que impongan cargas tributarias a las empresas contaminadoras, e incentiven a los sectores más pobres de la sociedad a conservar el medio ambiente. A pesar de lo atractivo de las dos propuestas y de su propósito (proteger el medio ambiente y redistribuir la riqueza), se debe evaluar si este tipo de políticas son coherentes con los criterios de eficiencia y equidad. 

Internalización de las externalidades ambientales

En la enseñanza de la economía se define externalidad ambiental como una situación en la cual el bienestar de un consumidor o la producción de una firma se ve afectada por la acción de otro agente de la economía, sin que exista compensación alguna (Mas-Colell et al.1995). El problema radica en que en presencia de una externalidad ambiental los productos nocivos al ambiente son sobre explotados y sobre consumidos, mientras que los ambientalmente benéficos son sub-producidos y sub-consumidos (Panayotou 1996).  

La enseñanza también presenta una solución teórica al problema. Si la afectación es negativa (externalidad negativa), el causante del daño debe pagar por el daño, o si la afectación es positiva, el generador del beneficio debe ser compensado. Esta es la condición para que el óptimo de mercado
 se transforme en óptimo social
. Las herramientas económicas más conocidas para llevar a cabo dicha tarea son la propuesta por Pigou en 1920 (Baumol and Oates  1975) a través de la intervención del Estado mediante impuestos, y la propuesta por Coase (1960) mediante la asignación de derechos de propiedad (no intervencionista). Lo peculiar de las dos propuestas es que teóricamente ambas conducen al óptimo social. 

No obstante existen ciertas complicaciones a la hora de aplicar dichas herramientas. Por ejemplo, la propuesta de Coase tiene problemas cuando se presenta competencia imperfecta, solo aplica cuando el número de participantes es pequeño, y existe cierta dificultad para identificar las partes negociadoras (Pearce and Turner 1990). Boumol y Oates (1988), afirman que la mayoría de los problemas importantes de externalidades ambientales que afectan a la sociedad son casos con gran número de participantes, y en este caso la probabilidad de negociación voluntaria disminuye, por hacer prohibitivos los costos administrativos de coordinación. Por su parte, la propuesta de Pigou trae sus propias complicaciones, las cuales se originan del hecho que, para establecer el valor correcto del impuesto, se requiere necesariamente conocer la curva de daño marginal. A pesar que existen avances en materia de valoración económica ambiental, no son significativos a la hora de afrontar a nivel mundial los miles de casos, cada uno con elementos particulares y específicos. 

Al momento de implementar ambas herramientas económicas surgen otras dificultades, por ejemplo, la elección del escenario base del estado de los recursos naturales y los criterios para la asignación de derechos de propiedad.  Ambas decisiones políticas impactaran considerablemente la eficiencia y la equidad. 

La intervención del Estado y sus implicaciones

La definición de un escenario base es uno de los grandes desafíos que presenta este enfoque; si definimos que el punto de partida del estado de los recursos naturales debe ser el estado prístino de estos, entonces todo daño o alteración antrópica a los recursos naturales debe ser pagada por el agente que genera la alteración. El problema radica en que, en la actualidad o en el futuro, cualquier alternativa que busque mejorar las condiciones del medio ambiente debe ser tomada como una reducción en el daño, que redunda simplemente en una disminución en el valor del impuesto a pagar. Bajo estas circunstancias, sólo existirían externalidades negativas, y por lo tanto hasta los sectores más pobres deberían pagar por las externalidades generadas. Por otra parte, sería utópico pensar en cobrar a las generaciones pasadas los daños ocasionados, o se tendrían que cobrar a las generaciones actuales o futuras, lo cual representaría un problema de equidad intergeneracional.

Por el contrario, si el punto de partida es el estado actual de los recursos naturales (similar al mecanismo adoptado en el protocolo de Kioto) se estaría presentando otro problema grave de equidad. Ya que se premiaría a quienes han destruido el medio ambiente, y se castigaría a quienes lo han preservado. Por ejemplo, serían compensados todos los esfuerzos en el mejoramiento de los recursos naturales a las regiones que haya acabado con estos; mientras que las regiones que hayan conservado sus recursos naturales serían castigadas por el uso de estos. 

El no intervencionismo y sus implicaciones

Además de las limitaciones para la elección del escenario base, se debe añadir otra dificultad, la asignación de derechos de propiedad. Ya que esta propuesta se limita a afirmar que para alcanzar el óptimo social es suficiente con asignar los derechos de propiedad, independiente a quien se le asigne. Teóricamente la asignación de los derechos no tiene, en términos de eficiencia, ninguna incidencia en el resultado. Sin embargo, la asignación de derechos de propiedad se constituye en un instrumento político poderoso de redistribución de la riqueza. A continuación veremos como la asignación de derechos puede llegar a beneficiar a un sector de la economía, pero también como el criterio de eficiencia podría no cumplirse en determinados casos. 

En el caso que se asignen los derechos de propiedad al causante del daño, entonces los afectados tendrían que compensarlo para que desista de ocasionarlo. Esto seguramente incentivará al causante del daño a amenazar con causar daños cada vez mayores.  Si el afectado tiene el derecho a disfrutar de un ambiente sano, la empresa que quiera producir se verá obligada a responder por los daños causados. En algunos casos, las externalidades negativas podrían incentivar a ciertas personas a vivir cerca de la fuente del daño con el fin de recibir la compensación. En términos de redistribución de la riqueza es evidente que el sector que obtenga los derechos será el beneficiado. Por su parte, en términos de eficiencia se podrían crear incentivos perversos que nos alejen del nivel óptimo deseado.

A pesar del atractivo que representa la idea de asignar los derechos a los afectados de los daños, habría que tener en cuenta algunos casos particulares que involucran a los sectores más pobres de la sociedad. Para la gente pobre en países pobres, los recursos naturales son generalmente complementarios de otros bienes y servicios (Dasgupta and Maler 1991), y de este modo, imponer a este sector una responsabilidad sobre el deterioro ambiental representaría llevarlos a la indigencia, aún cuando el resultado sea un óptimo social. Ejemplos claros de este caso serían los costos adicionales aguas abajo sobre represas, infraestructura, riego, acueductos y escenarios recreativos, que generaría la deforestación, erosión y contaminación de las aguas generadas de la producción agropecuaria aguas arriba, donde generalmente se ubican grupos de productores marginados y pobres. 

Nuevos puntos de partida 

La academia ha venido trabajando sobre diferentes puntos de partida que buscan superar los problemas de eficiencia y equidad anteriormente expuestos. Por ejemplo, se ha propuesto la fijación de estados ecológicos deseados, buscando que los agentes o regiones que estén por debajo del nivel ecológico corrijan o paguen por los daños que excedan el nivel fijado; o por el contrario, si están por arriba que sean compensados o puedan explotar sus recursos sin ningún recargo. La propuesta puede considerar mecanismos intervencionistas y no intervencionistas. Por ejemplo, La fijación del estado ecológico necesariamente tendrá que estar en órganos centrales, mientras que las transacciones y los precios pueden estar en manos del mercado. Por lo tanto, cabe esperar la existencia de instituciones y de mercados a diferentes niveles de acuerdo a la escala espacial de la externalidad ambiental. 

No obstante que esta opción permitiría superar algunos problemas de equidad planteados anteriormente, y que permite por lo menos superar la disyuntiva de asignación de derechos entre causantes del daño y los afectados, surgirán otros problemas. Para empezar, el nivel de estado ecológico seleccionado no necesariamente coincidirá con el óptimo social, lo cual trae consigo un problema de eficiencia. Por otra parte, todos los sectores estarían sometidos a cumplir con los niveles ecológicos establecidos, independiente de que se trate de sectores ricos o pobres. Otra gran dificultad es la definición del estado ecológico, dada la diversidad de los deseos individuales.

Conclusiones

Las herramientas económicas que buscan un manejo eficiente de los recursos naturales traen consigo, de una manera u otra, amenazas para algunos sectores pobres de la sociedad. Por lo tanto, y por impopular que parezca, ciertos sectores pobres de la sociedad que destruyan el medio ambiente tendrían que pagar por el daño, y sectores ricos que lo protejan tendrían que ser compensados. De no ser así, estaríamos generando distorsiones que afectan la coherencia de las políticas en términos de eficiencia y equidad. 

Seguramente en muchos casos estas herramientas económicas ayuden a reducir la pobreza, sin embargo, en ciertos casos puede ocurrir lo contrario. Por lo tanto resulta inconveniente pretender que una herramienta diseñada para la protección del medio ambiente no presente contradicciones a la hora de ser evaluada para un criterio de política tan diferente como la reducción de la pobreza. 

Dado que el sustento de muchos sectores pobres de la sociedad dependen sustancialmente del uso de los recursos naturales, y teniendo en cuenta que estos sectores  no estarían en capacidad de soportar una carga tributaria, se deberían diseñar e implementar instrumentos redistributivos que busquen aliviar la situación de pobreza de estas personas, pero de forma independiente y/o complementaria a los mecanismos diseñados para la conservación del medio ambiente.
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� Óptimo de mercado se entiende como el equilibrio entre la demanda y la oferta, independiente si considera o no las externalidades


� Óptimo social se entiende como el equilibrio entre la demanda y la oferta que necesariamente incorpora las externalidades
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